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***
“No soy un evangelizador de la democracia; soy un evangelizador del

Evangelio. Al mensaje del Evangelio, por supuesto, pertenecen todos los pro-
blemas relativos a los Derechos Humanos, y si la democracia significa Dere-
chos Humanos, entonces también pertenece al mensaje de la Iglesia.” (Juan
Pablo II)1

***
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1 Juan Pablo II a los periodistas a bordo del avión hacia Chile, 1987.
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Introducción

El 60 aniversario de la Declaración Universal de Derechos Humanos de
las Naciones Unidas (10-12-1948), cuyo primer artículo establece que “todos
los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos…”, nos ofre-
ce la oportunidad de abordar, en este solemne acto académico de inaugu-
ración del curso en esta prestigiosa Universidad Católica San Antonio, un te-
ma de constante actualidad, como son los Derechos Fundamentales, y, de
otro lado, la laicidad como expresión de la libertad. En el marco de una Uni-
versidad Católica y en una Cátedra como la de Relaciones Iglesia-Estado y
Derechos Humanos son materias que deben estar presentes porque afectan
al ser humano y a sus Derechos Fundamentales.

Juan Pablo II, gran admirador de la Declaración Universal de Derechos
Humanos, la describió como “una de las mayores expresiones de la concien-
cia humana de nuestro tiempo” y “una verdadera piedra angular en el sen-
dero del progreso moral de la humanidad”.

Por otro lado, en esta sociedad en crisis, desorientada y en ocasiones
dividida, se debe insistir en el reconocimiento del valor inalienable de cada
ser humano, por muy desprotegido que se encuentre ante la vida. Estamos
cambiando de mundo y de sociedad. Un mundo desaparece y otro está
emergiendo, sin que exista ningún modelo preestablecido para su construc-
ción. De aquí la incertidumbre y la preocupación.

Es cierto que hay una ofensiva en Occidente, especialmente virulenta
en España, por un laicismo que persigue erradicar las creencias religiosas de
la vida pública. En palabras del cardenal Cañizares, “este laicismo que se im-
pone es un proyecto cultural que va al fondo y conlleva en su entraña erra-
dicar nuestras raíces cristianas y nuestro patrimonio y principios morales
que nos caracterizan como Occidente, sustituyéndolas por un cientifismo, o
por una razón práctica instrumental, o por un relativismo ético, que a corto
o medio plazo se convierte, en expresión de Benedicto XVI, en la “dictadu-
ra del relativismo”.2

No es ya el ateísmo, sino la increencia generalizada que se extiende de
manera casi incontenible con ayuda directa e indirecta de los poderes pú-

2 A. Cañizares Llovera. Homilía en la Fiesta de Pentecostés. 11 mayo 2008. Ecclesia Digital.



blicos, de los medios de comunicación y de ciertos poderes fácticos trasna-
cionales que hacen suyos los valores y las actitudes antirreligiosos, con la
complicidad de una sociedad como la actual, que aparece en ocasiones
anestesiada por la degradación de los valores morales, por la anteposición
de los objetivos materiales sobre los espirituales y por la exaltación de unos
niveles de bienestar social que le llevan a pretender una seguridad ficticia y
a aceptar una paz basada en la indiferencia.

Observaba hace algunos años el entonces cardenal Ratzinger, hoy Be-
nedicto XVI, que Europa “intenta (hoy) desvestirse de su propia historia y de-
clararse neutral respecto a la fe cristiana; es más, respecto a la fe en Dios,
para llegar finalmente a la tolerancia sin fronteras”.3

Esa suerte de fundamentalismo laicista, que reniega de la herencia his-
tórica y de las raíces espirituales, parece formularse como garantía de la má-
xima independencia posible frente a la religión, haciendo sinónimas inde-
pendencia y libertad.

Un laicismo que parece anhelar la idea de un Estado neutral, agnósti-
co o nihilista4 en el que, como decía Kant,5 “el hombre está obligado a ser
buen ciudadano, aunque no esté obligado a ser moralmente un hombre
bueno”. Desconociendo que, sin la herencia cristiana, no es posible com-
prender los derechos fundamentales de la persona; el valor incondicional de
la vida humana; la aceptación del prójimo como persona más allá de sus cir-
cunstancias personales, económicas, culturales, étnicas; la dignidad sagrada
de la familia y del matrimonio; la defensa de la vida del naciente, débil en
formación o feneciente…

No hace falta un Estado que regule y domine todo, sino que gene-
rosamente reconozca y apoye, de acuerdo con el principio de subsidia-
riedad, las iniciativas que surgen de las diversas fuerzas sociales y que

- 5 -

3 J. Ratzinger. Una mirada a Europa, 1993.
4 Según el cardenal A. Cañizares Llovera, “Existe una gran revolución cultural en la que Dios no cuenta. El si-

lenciamiento de Dios es el acontecimiento fundamental de estos tiempos; no hay otro que se le pueda compa-

rar en su radicalidad y en la gravedad de sus consecuencias… este proyecto nihilista se asienta en el relativis-

mo social, en la ideología de género y en la laicidad. Se presenta como un proyecto de modernización de Es-

paña; se trata de una iniciativa que afecta a lo social, político y cultural, y que busca modificar la realidad

social y cultural de España transformando su identidad” (Curso de Verano “Ángel Herrera y la moderniza-

ción de España”. Santander. 30 julio 2008).
5 E. Kant. La paz perpetua.



unen la espontaneidad con la cercanía a los hombres necesitados de au-
xilio.6

En este momento de la historia, la humanidad no ha conseguido ela-
borar ninguna otra formulación política que resuelva los conflictos sociales
y políticos con la legitimidad y equidad que favorece la democracia; de mo-
do que la paz social, la tutela de los derechos y libertades individuales y la
capacidad de los seres humanos para organizarse en comunidad y gestionar
sus propios asuntos se verían seriamente perjudicados si la democracia y su
regla de mayorías se pusieran en tela de juicio.

Ahora bien, la soberanía del legislador no es ilimitada, sino que está so-
metida a límites naturales; de tal suerte, que una ley que rebase y transgre-
da tales límites debe considerarse una ley injusta e ilegítima. Esta es, a mi jui-
cio, la perspectiva desde la cual se pueden y se deben cuestionar algunas de-
cisiones políticas e iniciativas legislativas tomadas por los poderes públicos
y los parlamentos de los actuales regímenes democráticos.7

Por paradójico que parezca, la protección de la mayoría en la democra-
cia constituye un problema real de este tiempo que nos ha tocado vivir. No
es infrecuente, en modo alguno, que ciertas minorías, por supuesto respeta-
bles, se conviertan, debido a sus intensas campañas, en auténticos poderes
reales que consiguen convencer a los políticos de cuáles deben ser las leyes
que deben imperar en cada momento. Y si alguien se atreve a llevarles la con-
traria, entonces aparece la descalificación personal. Por ello exigir a la Igle-
sia que no hable, que no exprese libremente sus puntos de vista sobre los de-
rechos del hombre o su manera de entender el matrimonio o la libertad edu-
cativa es, simplemente, un atropello injustificado en una democracia.8

Así las cosas es menester levantar la voz para que se facilite el derecho
a tener y expresar pacíficamente convicciones que, obviamente, estarán o no
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6 S. Nieto Núñez. La Iglesia y su relación con la sociedad: de la primera a la nueva evangelización. Actas del

I Congreso Teológico Internacional. Facultad Teología “Redemptoris Mater”. Callao. Perú, noviembre 2006.
7 Así, por ejemplo: las que llevan al desprecio sistemático del derecho a la vida; las que propugnan la com-

pleta y total despenalización del aborto; la admisión de la píldora abortiva y la legalización de la eutanasia;

las que atentan gravemente contra los fundamentos de la familia, so pretexto de adaptarse a los vaivenes de

la realidad social; las que no garantizan la libertad de los padres en la educación de los hijos, etc.
8 J. Rodríguez-Arana. Laicismo, laicidad y educación. En: VV.AA, “Europa, sé tú misma”. Actas del VI Congre-

so Católicos y Vida Pública. 19, 20 y 21 noviembre 2004.



de acuerdo con una determinada manera de entender la vida, pero que si
no atentan precisamente contra la dignidad del ser humano son legítimas.

Debemos reconocer, a la vista de lo expuesto y de lo que se dirá más
adelante, que vivimos tiempos complejos y difíciles, tiempos caracterizados
por un intenso proceso de secularización, en virtud del cual el ser humano
encuentra dificultades para verse a sí mismo como criatura de Dios, creador
y redentor. Pero, a la vez, tiempos de posibilidades para todo cristiano y
hombres de buena voluntad, ante los importantes retos y desafíos que afec-
tan al bien de la persona, de la familia y de la sociedad, es decir, ante el cues-
tionamiento de determinados derechos fundamentales. 

Juan Pablo II, en el Encuentro de Asís, invocó la justicia y la paz para
el mundo: “Justicia, porque no puede haber paz verdadera si no es en el res-
peto de la dignidad de las personas y de los pueblos. Y luego también per-
dón, porque la justicia humana está siempre expuesta a la fragilidad y a los
límites de los egoísmos individuales y de grupo”.

Esta exposición está lejos de abordar todos los problemas relacionados
con los Derechos Fundamentales. Nos referiremos, en particular, a la liber-
tad religiosa, la laicidad y el laicismo. Se trata de ir a lo esencial, aprovechan-
do la espléndida oportunidad que nos brinda la solemne inauguración del
curso académico 2008/09.

I.- Derechos Humanos y Derechos Fundamentales.

Desde su presencia en la historia, la Iglesia ha generado un cambio cul-
tural, de mayor densidad en determinados momentos, como fruto de su
anuncio explícito del Evangelio y de cuanto éste implica para el hombre, la
sociedad y las relaciones interpersonales. El conjunto de valores de los que
la Iglesia Católica es portadora puede ser considerado fundamento y prime-
ra expresión de toda declaración posterior de los Derechos Humanos.

Podemos afirmar, con rigor científico, que la antropología cristiana,
que defiende la dignidad de la persona humana, no es sólo el fundamento
teológico de los Derechos Humanos, sino también su fundamento histórico.9

- 7 -

9 A. Mª Rouco Varela. Los fundamentos de los Derechos Humanos. Una cuestión urgente. Discurso de ingreso

en la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas. Madrid, 29 mayo 2001.



Porque los que contribuyeron a formar esa doctrina de los Derechos Huma-
nos, aunque en algún caso habían perdido la fe, tenían la matriz cultural cris-
tiana. Creían que los hombres somos libres y responsables de nuestros ac-
tos; que somos iguales; que somos personas y que tenemos una dignidad
inalienable. Todo esto viene de la fe cristiana. Los Derechos Humanos se en-
riquecen a la luz de Dios, ya que desde Dios se pone en evidencia que to-
do hombre es sujeto y tiene la misma dignidad, se evita que sus derechos
esenciales se presten a manipulaciones ideológicas y egoístas y se orientan
a una opción preferencial por los pobres. Al darles una fundamentación
trascendente, la fe cristiana sirve de instancia crítica, soslayando relativismos
y desviaciones interesadas e impulsando el esfuerzo por transformar el mun-
do a la luz de un Dios cuyo mandamiento supremo es el amor.10

De estas consideraciones brota una consecuencia importantísima: los
Derechos Fundamentales de la persona son anteriores al ordenamiento jurí-
dico, por estar fundamentados en la naturaleza humana, tal como Dios la ha
creado.11 Por tanto, estos derechos no son una concesión libre del Estado,
como afirma el marxismo. Por el contrario, todo Estado tiene el deber de re-
conocer tales derechos, incorporarlos a su ordenamiento jurídico y tutelar-
los convenientemente.

Con el principio enunciado en la Carta de las Naciones Unidas de “la
fe en los Derechos Fundamentales del hombre, en la dignidad del valor de
la persona humana, en la igualdad de derechos de los hombres y mujeres y
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10 J. de Río Martín. Iglesia y derechos. En: www.alfayomega.es.
11 Los intentos de respuesta a la pregunta por el fundamento filosófico de los Derechos Humanos han sido

múltiples y muy matizados. El iuspositivismo, el consenso y el iusnaturalismo son los más importantes. La afir-

mación básica del positivismo jurídico referente al fundamento de los Derechos Humanos es que éstos na-

cen con el derecho: los Derechos Humanos sólo se convierten en derechos cuando se convierten en dere-

chos garantizados o subjetivos, garantía o subjetividad que sólo el ordenamiento jurídico confiere al indivi-

duo (N. Belloso Martín. La fundamentación de los Derechos Humanos en la doctrina española actual. En: Es-

tudios Filosóficos 45, nº 128 (1996). Otros autores optan por una fundamentación basada en el consenso. Pro-

pugnado por Bobbio y otros muchos está basado en que un valor estará tanto más fundado cuanto más com-

partido sea. A su juicio, el problema de la fundamentación estaría prácticamente resuelto desde la Declara-

ción de 1948, porque sería la manifestación del consenso general, la mayor prueba histórica que haya existi-

do nunca de un consensus omnium gestium sobre la validez de los Derechos Humanos. Finalmente, el ius-

naturalismo consiste en deducir los Derechos Humanos de la naturaleza humana. Sin embargo, la naturale-

za humana puede ser y ha sido concebida a formas diversas, y apelar a ella serviría para justificar sistemas de

valores éticos diversos e, incluso, contrapuestos, de forma que tan natural sería el “derecho a la dignidad, la

libertad y la igualdad” como “el derecho del más fuerte”. 



de las naciones grandes y pequeñas” y desarrollado por la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos de 1948, se afirma la centralidad de la perso-
na humana, por un lado, y la universalización de sus Derechos Fundamen-
tales, por otro, como expresión de la conciencia de la comunidad interna-
cional con la consiguiente obligación de su protección.

Para un sector de la doctrina, los derechos humanos son “un conjunto
de facultades o instituciones que, en cada momento histórico, concretan las
exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad humanas, las cuales de-
ben ser reconocidas positivamente por los ordenamientos jurídicos a nivel
nacional e internacional”.12 El referido autor enriquece dicha definición aún
más con la diferencia que traza entre los derechos humanos y los derechos
fundamentales, a los que define como “aquellos derechos humanos garan-
tizados por el ordenamiento jurídico positivo, en la mayor parte de los ca-
sos en su normativa constitucional… Se trata siempre, por tanto, de derechos
delimitados espacial y temporalmente, cuya denominación responde a su ca-
rácter básico o fundamentador del sistema jurídico político del Estado de De-
recho”. Para otros autores, derechos fundamentales son los inherentes a to-
dos los hombres en cuanto tales y se apellidan fundamentales por cuanto sir-
ven de base a otros más particulares, derivados o subordinados a ellos.13 En
todo caso, la exigencia de garantías efectivas también debe integrar el con-
cepto de derechos humanos por ser inescindible la existencia de un dere-
cho y la existencia de una acción que lo ampare en caso de violación o me-
noscabo.14
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12 A. Pérez Luño. Los Derechos Fundamentales. Tecnos. Madrid, 1995.
13 C. Corral Salvador y J.J. González Rivas. Código Internacional de Derechos Humanos. Editorial Colex. Ma-

drid, 1997. Algunos autores, como G. Peces Barba –Curso de Derechos Fundamentales. Madrid, 1991– prefie-

ren el término “derechos fundamentales” al de derechos humanos, por ser expresión más precisa y abarcar

las dos dimensiones en que aparecen los Derechos Humanos, la moral y la justicia. “Derechos Humanos” es

la denominación utilizada por la Carta de las Naciones Unidas y por la Declaración Universal. Otros autores

califican los Derechos Humanos como exigencias éticas, entendidas como “derechos que los seres humanos

tienen por el hecho de ser hombres y, por tanto, con un derecho igual a su reconocimiento, protección y ga-

rantía por parte del poder político y el Derecho… independientemente de cualquier contingencia histórica o

cultural, característica física o intelectual, poder político o clase social” (E. Fernández García. Teoría de la Jus-

ticia y Derechos Humanos. Editorial Debate. Madrid, 1984).
14 P. L. Manili. La difícil tarea de elaborar un concepto de Derechos Humanos.



Caracteres principales de los Derechos Humanos

Los Derechos Humanos, como libertades o facultades subjetivas del
hombre y de los grupos, son:

1º Innatos o inherentes. En el sentido que todo ser humano nace con
estos derechos y la única intervención del Estado es para reconocerlos, de-
clararlos y protegerlos normativamente, pero no conferirlos u otorgarlos. La
Declaración de Virginia de los Estados Unidos, ya en 1776 establecía que:
“Todos los hombres… tienen ciertos derechos inherentes, de los cuales,
cuando entran al estado de sociedad, no pueden, por pacto alguno, privar
o despojar a su posteridad”.

2º Necesarios. Como consecuencia de lo anterior, al no depender del
hecho contingente de que el Estado los conceda o no, sino que derivan de
la propia naturaleza, es decir, es ineludible su reconocimiento por el orden
jurídico.15

3º Inalienables. Pertenecen al ser humano por su condición de tal, son
inescindibles de su ser, no pueden transferirse ni renunciarse.

4º Imprescriptibles. Dado que no se pierden con el transcurso del tiem-
po, ni con el desuso, sea que el sujeto no lo ejerza por propia voluntad o
por verse impedido de hacerlo.

5º Oponibles erga omnes. Al no depender de concesión alguna ni de
pacto alguno que los otorgue, los Derechos Humanos pueden hacerse valer
frente a cualquier otro sujeto de derecho, sean personas físicas o jurídicas
particulares, personas de derecho público, funcionarios, etc.

6º Universales. Los derechos son de todos los seres humanos y deben
ser respetados de manera uniforme por todos los Estados de cualquier sis-
tema político, de cualquier religión y de cualesquiera costumbres sociales.

7º Indivisibles e interdependientes. La Declaración Universal de 1948 re-
conoce el derecho de toda persona “a que se establezca un orden social e in-
ternacional en el que los derechos y libertades proclamados se hagan plena-
mente efectivos” (art. 28). Ello implica la imposibilidad de jerarquizar los De-
rechos Humanos para preferir unos sobre otros, lo cual llevaría –en deter-
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15 J. Hubner Gallo. Panorama de los Derechos Humanos. Editorial Eudeba. Buenos Aires, 1976.



minadas filosofías extremas– a sacrificar unos derechos en beneficio de otros,
abriendo así la puerta al fundamentalismo que sostiene que “el fin justifica
los medios”.

La somera descripción que se acaba de hacer de los caracteres básicos
de los Derechos Humanos permite afirmar que tales derechos para ser hu-
manos deben contemplar todas las facetas de la personalidad del hombre;
si se descuida una de ellas peligra la protección de la otra, puesto que la per-
sona humana es en sí misma indivisible y los Derechos Humanos deben ser
considerados como la proyección normativa de la naturaleza humana o, en
otras palabras, el ser humano, como creación sagrada, contemplado por el
derecho.

Consideraciones generales y situación actual de los Derechos Fundamentales

Los Derechos Humanos son básicamente un fenómeno del período de
posguerra en el mundo occidental. Incluyen derechos tradicionales políticos
y civiles, así como derechos sociales y políticos: derecho a la vida y a la segu-
ridad personal, derecho a la libertad religiosa, a la libertad de reunión y aso-
ciación, libertad de prensa, derecho de propiedad, a casarse y formar una fa-
milia, derecho al trabajo, derecho a beneficios sociales, a la participación po-
lítica… En el documento principal sobre los Derechos Humanos, la Declara-
ción Universal de 1948, se menciona explícitamente la forma de sistema polí-
tico que se corresponde con los Derechos Humanos, es decir, la democracia.

Los Derechos Humanos son apolíticos y prepolíticos y están basados en
la dignidad humana, relacionado con la novedad que supuso en el cristia-
nismo la afirmación de que el hombre está creado a imagen de Dios, lo cual
implica una igualdad radical. De esta forma, en un sistema constitucional ca-
racterizado por la idea de que el hombre tiene dignidad, la mayoría nunca
oprimiría a la minoría.

Contra las predicciones de los escépticos, esta Declaración Universal,
que no era obligatoria, enseguida demostró su fuerza moral. Se convirtió en
la principal inspiración del movimiento a favor de los Derechos Humanos en
todos los países y sigue siendo el punto de referencia más importante para
debates sobre tales derechos a nivel internacional.
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En los Derechos Humanos encontramos hoy los valores referentes al ser
humano expresados en la fórmula “derechos humanos fundamentales”. La
Declaración Universal del año 1948 es un conjunto supranacional de dere-
chos inherentes e inalienables para todo ser humano. Es evidente que de-
bería ser un “modelo común para todos los seres humanos”, como dice el
preámbulo, y no algo que puedan cambiar a su voluntad los políticos. Pero
esto es precisamente lo que está ocurriendo en la actualidad en Europa y en
otras partes del mundo.

La intención de los autores de la Declaración fue reflejar en un docu-
mento solemne la visión de la dignidad humana que podía sintetizarse a par-
tir de un análisis honesto, a través de la razón y de la experiencia, de lo que
es el ser humano. Por esto afirmaron que “esos derechos son inviolables e
inherentes”. En otras palabras, que nadie, ni siquiera los políticos, puede
modificar estos derechos, porque son innatos, pertenecen a todos los seres
humanos por nacimiento, por el hecho de ser humanos. Los Derechos Hu-
manos son, además, como ya hemos dicho, pre-políticos en el sentido de que
son constitutivos del propio ser humano. También son apolíticos porque no
son construcciones políticas, sino antropológicas: consecuencia de nuestra
naturaleza humana.

En nuestros días hay un proceso continuo y radical de redefinir los
Derechos Humanos individuales en temas muy sensibles y esenciales, como
la familia, los derechos del niño y de la mujer, etc. Así, por ejemplo, cuan-
do las leyes nacionales redefinen el matrimonio y la familia parecen contra-
venir los modelos de derechos humanos supranacionales. Se ha de insistir:
como los Derechos Humanos están “por encima” de la política están también
por encima del Estado-nación. Son verdaderamente supranacionales; muchos
de ellos lo son también en forma jurídica, recogidos en tratados y conven-
ciones. Siempre que un gobierno nacional pretende tener su propia defini-
ción de derecho humano no sólo lo está redefiniendo, sino que también in-
cumple su compromiso internacional, al infringir esos tratados o convencio-
nes de obligado cumplimiento. Es obvio que aun cuando una mayoría vol-
viera a adoptar la esclavitud como algo válido iría en contra del derecho na-
tural y de la dignidad humana: la esclavitud está prohibida porque viola los
Derechos Humanos Fundamentales. Es igualmente obvio que ninguna mi-
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noría ni mayoría política puede cambiar los derechos de quienes son más
vulnerables en nuestra sociedad o de los derechos humanos inherentes a to-
da persona humana, es decir, de los derechos definidos objetivamente, algo
apolítico y prepolítico.

Se pretende convertir en derechos individuales lo que son atentados
contra los derechos fundamentales de la persona humana. Se manipula al in-
dividuo cada vez más hacia deseos momentáneos y fugaces, se limitan las de-
fensas de sus derechos naturales fundamentales y se favorecen nuevos presun-
tos derechos –deseos individuales–, sin referencia a valores fundados, a debe-
res y responsabilidades. Más aún, la paradoja de una democracia basada en
el relativismo ético es que niega una verdad ontológica sobre el hombre, pe-
ro permite al poder dictar a través de las leyes una propia ontología, antropo-
logía y ética.16 Es lo que Benedicto XVI llama “dictadura del relativismo”.

Precisamente, Benedicto XVI propuso, en su reciente discurso a la
Asamblea de las Naciones Unidas y en la ocasión del 60 aniversario de la De-
claración Universal de los Derechos Humanos, retomar una convergencia de
tradiciones culturales y religiosas para poner siempre a la persona humana
en el centro de las instituciones, leyes e intervenciones de la sociedad, y res-
petar y promover los Derechos Humanos, en su “universalidad, indivisibili-
dad e interdependencia”, como “lenguaje común y sustrato ético de las re-
laciones internacionales”, así como “la estrategia más eficaz para eliminar las
desigualdades entre países y grupos sociales”, para combatir el terrorismo y
aumentar la seguridad.17

Así, en términos generales, mientras el “derecho a la vida” es el pri-
mer y principal derecho humano según la Declaración Universal, la mayo-
ría de los Estados europeos llevan décadas admitiendo el aborto en las le-
yes nacionales. Mientras el derecho al matrimonio se define en la propia
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16 G. Carriquiry Lecour. A merced del poder. En: “Alfa y Omega”, 608, 2 octubre 2008.
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Los “derechos sexuales y reproductivos” se han convertido en sinónimo de aborto. Las agencias de la ONU,

con la excusa de defenderlos, intentan imponer a los países políticas anti-vida y antifamilia, so pena de reti-

rarles la ayuda al desarrollo; 2/ Organizaciones como “Human Rights Watch”, que investiga las violaciones de

los Derechos Humanos en todo el mundo, incluyen entre sus criterios de evaluación, además del aborto, la

promoción de la homosexualidad; 3/ Un paso más allá están los intentos de conceder “derechos humanos”

a los animales, empezando por el proyecto “Gran Simio”, pero llegando incluso a pedir, como en Suiza, que

se respete la “dignidad” de las plantas.



Declaración Universal como un derecho para “todo hombre y mujer”, se es-
tá introduciendo cada vez más en los Estados europeos el “matrimonio del
mismo sexo”. Mientras los niños tienen derecho a conocer a sus padres bio-
lógicos y ser criados por ellos o en una situación similar, según la Conven-
ción de los Derechos del Niño (1989), esto parece ignorarse cuando los ni-
ños “nacen” de donantes anónimos. Mientras la familia se define con fir-
meza como el núcleo básico y natural de la sociedad en la Declaración de
la ONU, muchos Estados la redefinen, y muchos gobiernos no apoyan a la
familia. Mientras en la Declaración Universal se recoge el derecho a que
madre e hijo reciban una protección social especial, la maternidad se con-
sidera como un inconveniente para las mujeres en el mercado laboral y a
las madres se las discrimina por ello. Mientras las familias tienen derecho
a percibir unos ingresos que les permitan vivir, algunos derechos labora-
les se limitan cada vez más y se reducen los ingresos familiares por los ex-
cesivos impuestos. Mientras la libertad religiosa incluye el derecho a prac-
ticar la religión de forma pública y privada, a las religiones –especialmen-
te la católica, predominante en España– se intenta relegarlas cada vez más
a la esfera privada.

Se observa en el ámbito español y europeo una curiosa situación, una
“paradoja”, con numerosas discrepancias sobre los Derechos Humanos, es
decir, la tendencia hacia el subjetivismo e incluso nihilismo: Tú tienes tu opi-
nión, yo tengo la mía, y quienes dicen que hay definiciones objetivas de las
normas son fundamentalistas y antidemocráticos. Esta tendencia es extrema-
damente peligrosa. Esta especie de subjetivismo socava la democracia y alla-
na el camino al totalitarismo: el poder se convierte entonces en un derecho
si no hay un modelo para definir el derecho.

Hoy en día, al carecer de una identidad cristiana común y de una idea
cada vez menos firme de nuestra propia identidad nacional, profesamos los
Derechos Humanos como nuestros valores básicos, por así decir, como úni-
ca y posible ideología moderna. Pero si negamos la posibilidad de definir ta-
les derechos, ¿qué nos queda más que la anarquía normativa?

El propio concepto de verdad no sólo es discutido, como lo ha sido
siempre, sino que también se ve como fundamentalista, represor y a veces
antidemocrático.
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Esta extraña aversión al concepto de verdad está íntimamente vincula-
da al concepto de lo “políticamente correcto”, que quizá sea el de mayor
fuerza en las democracias occidentales. Se intenta descalificar todo lo que no
se alinee en la posición correcta, que se define progresista, se excomulga a
todo aquel que ose expresar opiniones que entren en contradicción con el
pensamiento pretendidamente único. Pensar que un individuo, una perso-
na, puede descubrir objetivamente verdades morales válidas es ciertamente
una posición “políticamente no correcta”. El paisaje de europeo y español
es el de un subjetivismo extrañamente persuasivo: nada parece ser conside-
rado universalmente válido.

En Europa hemos alcanzado una prosperidad material que no tiene pa-
ralelo en la historia. Vivimos más y controlamos más nuestra vida que en
otros tiempos. Parecemos ser los verdaderos dueños de nuestro propio des-
tino. Hemos recibido mejor educación que generaciones anteriores, la tec-
nología y la medicina han progresado hasta un nivel asombroso, las muje-
res, por primera vez, tienen un papel legítimo en la sociedad, tanto en el te-
rreno laboral como en el político, etc.

Todos los Estados occidentales son democráticos. Podemos decidir por
nosotros mismos nuestro destino social, económico y político. La libertad de
la que disfrutamos es inigualable. 

¿Qué rasgos caracterizan nuestra época? ¿Es mejor ahora que hace 60
años cuando se aprobó la Declaración Universal de Derechos Humanos? No
hay una respuesta definitiva para esta última pregunta, pero creo que pode-
mos afirmar que hay una discrepancia entre nuestro progreso material, que
es innegable, y la realización de una sociedad mejor, que, de alguna mane-
ra, no tiene relación con lo material.

La Europa de nuestros días es consumista e individualista y los ciu-
dadanos cada vez se sienten menos capacitados para determinar su pro-
pio destino y el de la sociedad. La antropología prevalente o la perspec-
tiva del hombre es materialista en el sentido consumista; pero hay también
un materialismo en la propia vida. El centro de la vida, su verdadero sig-
nificado, soy yo, mi propia persona. Debo tener éxito, ser feliz, estar sa-
tisfecho, protegerme de las enfermedades, de la vejez y, sobre todo, de la
muerte. 
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El problema principal con el que se encuentran hoy los Derechos Hu-
manos, aparte de su continua violación por numerosos Estados, es la reduc-
ción de cuestiones éticas a cuestiones pragmáticas, políticas, que, en defini-
tiva, conducen también a su desconocimiento. Esto parece claro en la falta
de respeto por la vida humana y por las formas de vida humana que care-
cen de utilidad (no nacidos, discapacitados, ancianos, enfermos…) y en el
hecho de que la consideración de la vida humana, en sus distintas fases o
etapas, se ve sometida a la toma de decisiones según la voluntad de la ma-
yoría. Esto demuestra que el derecho a la vida que se reconoce en los do-
cumentos internacionales y de derechos humanos no tiene apenas peso
cuando se opone al feminismo, a la economía o a otros intereses o grupos
de presión. Y lo que es más importante: demuestra que la democracia mo-
derna se reduce al procedimiento de la mayoría. 

Con la tolerancia como única norma profesada por el Estado,18 el pro-
cedimiento de la mayoría se convierte en la esencia de la democracia. Este
desarrollo es incompatible con la naturaleza de los Derechos Humanos, que
están basados en la primacía de la persona y en normas inmodificables, pro-
tegidas por instituciones independientes.

Entre las manifestaciones de intolerancia que violan los Derechos Hu-
manos Fundamentales destaca la libertad religiosa.19

Resulta habitual que los documentos internacionales sobre Derechos
Humanos mencionen conjuntamente las libertades de pensamiento, de con-
ciencia y de religión. 20El art. 18 de la Declaración Universal de los Derechos
Humanos, en lo que aquí interesa, señala que “Toda persona tiene derecho
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18 Mirabeau afirmó, en la Asamblea Francesa, que no venía allí a hablar de tolerancia, porque a sus ojos la li-

bertad religiosa era un derecho tan sagrado que hablar de tolerancia le parecía indigno; y también Goethe

afirmó que tolerar significa ofender. Tolerar, en un ámbito de libertad, es ciertamente ofender.
19 El observador permanente de la Santa Sede ante la Oficina de las Naciones Unidas e Instituciones Especia-

lizadas de Ginebra, Mons. Silvano M. Tomasi, en su intervención del 19 septiembre 2008, con ocasión de la

9ª sesión del Consejo de los Derechos del Hombre, tras reafirmar el derecho a la libertad religiosa, de con-

ciencia, credo y práctica religiosa, en privado y en público, insistió en las continuas “manifestaciones de in-

tolerancia religiosa que violan los derechos humanos fundamentales de las personas de unas u otras convic-

ciones religiosas”. La responsabilidad de las organizaciones internacionales, ante hechos tan graves, no pue-

de limitarse a declaraciones retóricas, sino que debe articularse a todos los niveles: en las legislaciones nacio-

nales, en el sistema judicial, en el Gobierno, en el sistema educativo, en los medios de comunicación social

y en las propias confesiones religiosas.
20 Así lo hace la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 10 diciembre 1948 (art.18). El texto se re-



a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho inclu-
ye la libertad de tener o adoptar la religión o las creencias, individual y co-
lectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebra-
ción de los ritos, las prácticas y la enseñanza (nº 1); “Nadie será objeto de me-
didas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o adoptar la
religión o las creencias de su elección (nº 2); … “Los Estados Partes en el pre-
sente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su ca-
so, de los tutores legales, para garantizar que los hijos reciban la educación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones” (nº 4).

Conviene recordar que de la libertad religiosa se ha afirmado que es
la primera de las libertades. Se trata de un ámbito donde cada hombre rea-
liza su encuentro personal y sus comportamientos sociales con la verdad,
el bien y Dios, que no puede ser sustituido, violado, coaccionado o igno-
rado por el Estado. En este sentido, la libertad religiosa es también la liber-
tad para el individuo de formar parte de una iglesia o confesión y la liber-
tad para las iglesias de constituirse, de poseer, de actuar de acuerdo con sus
propias leyes.21

La religión no pertenece sólo a la esfera privada, sino que puede pro-
clamarse también en público. Sin embargo, observamos actualmente una
tendencia a privatizar la religión. Este modelo tan tentador en determinados
ámbitos políticos no sólo es irrealista, sino que, además, es contrario tanto
a la libertad religiosa como a lo que significa la democracia. Hay una esfera
propia de la religión en la que nunca debería interferir la política, como afir-
ma también el artículo 18. Nadie puede discutir hoy que la libertad religio-
sa es un derecho fundamental de la persona, cuya vulneración representa un
grave atentado contra la dignidad. Desgraciadamente, la intransigencia y los
extremismos exacerbados nos deparan aún episodios violentos y dramáticas
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Fundamentales, firmado en Roma el 4 noviembre 1950 (art. 9.1); en el Pacto Internacional de Derechos Civi-

les y Políticos, de Nueva York, de 16 diciembre 1966 (art. 18.1); en la Declaración sobre la eliminación de to-

das las formas de intolerancia y discriminación basadas en la religión o convicción, adoptada por la Asam-

blea General de las Naciones Unidas el 15 noviembre 1981 (art. 1.1), y en la Convención sobre los Derechos

del Niño, de 20 noviembre 1990 (art. 14.1).
21 S. Nieto Núñez. Derechos confesionales e integración de las confesiones religiosas. En: VV.AA., “Jornadas Ju-

rídicas sobre Libertad Religiosa en España”. Ministerio de Justicia. Madrid, 2008.



situaciones donde los Derechos Humanos no son respetados en nombre de
injustificados principios o credos.

Por otro lado, se observa una tendencia a ver a los demás según nos
sean útiles. Rendimos culto a la juventud, a la belleza, a la eficacia y a los
logros en nuestra sociedad. A los ancianos y enfermos apenas se les tolera.
Los concebidos y no nacidos son invisibles y, por tanto, no cuentan, y lo mis-
mo ocurre con ancianos y enfermos. A medida que los vínculos familiares
van perdiendo importancia en la sociedad, se considera que cuidar de an-
cianos y enfermos es una tarea del Estado más que nuestra.

En 1948, el derecho a la vida no preocupaba especialmente a los auto-
res de la Declaración Universal, en el sentido de que estaba muy claro en la
conciencia general, como lo estaba también las nociones de matrimonio y
familia, y la necesidad de proteger jurídicamente estas instituciones.22

La dignidad del ser humano, el tema clave de toda la doctrina social de
la Iglesia, implica, entre otras cosas, que el aborto23 y la eutanasia son inad-
misibles y que todas las personas tienen distintos derechos, entre ellos a for-
mar una familia, a educar a los propios hijos según sus propias conviccio-
nes morales y religiosas, al trabajo, a la libertad y seguridad, a la libertad re-
ligiosa, etc.

Después de tres décadas de reconocimiento legal del aborto en muchos
países, la mayor parte de la gente es totalmente indiferente a la considera-
ción del feto como un ser humano. Sencillamente, no existe. 

Por último, son numerosos los retos para la estabilidad familiar: desempleo,
menor apoyo político para la familia, incremento de la tasa de divorcios, etc. 

II.- Laicos, laicidad y laicismo.

Es curioso el destino de algunas palabras: nacidas para significar una
cosa terminan indicando otra, en general distinta, pero con frecuencia opues-
ta. Es el destino de la palabra laico y aquellas que a la misma se refieren, a
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vida, base de la convivencia entre los hombres, ya que en el aborto se viola el precepto de ´no matarás´ (Semina-

rio Monte Corbán. Curso de Verano “Ángel Herrera Oria y la modernización de España”. Santander, 30 julio 2008.



saber, laicidad y laicismo. ¿Quién es entonces el “laico”? ¿Qué implica la “lai-
cidad”? ¿Qué es el “laicismo”?24

La palabra “laico” viene del griego laos (pueblo): el sufijo ikos (laikos)
indica el hecho de pertenecer a un grupo, a una categoría. Dejando al mar-
gen el largo proceso histórico, que ha ido madurando positivamente dentro
de la propia Iglesia a través de la evangelización y de su presencia operan-
te en la historia humana, los “laicos” son los simples fieles, en cuanto se dis-
tinguen de quienes ejercen un ministerio en la comunidad cristiana y, por lo
tanto, son “consagrados” para el servicio de Dios.

El Estado también es laico, en el sentido de lego, en cuanto ni entien-
de de ni entiende en asuntos específicamente religiosos. Lo cual, sin embar-
go, no significa que el Estado deba ni aun que legítimamente pueda desen-
tenderse de lo religioso. Al Estado sí le competen las manifestaciones socia-
les, en cuanto sociales, de lo religioso. Y sobre todo: al Estado le incumbe
defender la libertad religiosa, al igual que las demás libertades públicas, y ha-
cer posible a todos su efectivo ejercicio en pie de igualdad.25

Dejando al margen otros acontecimientos históricos, poco a poco y
con la ayuda del Derecho Romano, nace el Estado moderno como poder pú-
blico, soberano e independiente –sobre todo– del poder religioso. Por dis-
tintas razones comenzó entre la Iglesia y los Estados modernos un conflicto
que duraría varios siglos, conduciendo a la separación entre la Iglesia y el
Estado y a la total laicización del poder civil.26

El ámbito “laico” no se contenta con reivindicar sus propios derechos
en la Iglesia, sino que aspira a controlar la propia vida de la Iglesia.27
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24 En este punto seguimos, en lo esencial, lo expuesto en “Humanitas” nº 34.
25 T. González Vilas. Laicidad, libertad religiosa y escuela pública. En: VV.AA., “Europa, sé tú misma”. Actas

del VI Congreso Católicos y Vida Pública. Madrid, 19, 20 y 21 noviembre 2004.
26 La Bula Unam Sanctam (18 noviembre 1302), de Bonifacio VIII, retoma la teoría de las “dos espadas”, afir-

mando que ambas están en poder de la Iglesia. Es necesario que una espada se encuentre bajo la otra y la

autoridad temporal se someta a la autoridad espiritual.
27 En los siglos XIII y XIV comenzó un proceso de laicización o secularización del pensamiento y la vida, que

se intensificó en los siglos siguientes. Un proceso consistente, en primer lugar, en la progresiva separación

por parte de las realidades mundanas de la religión cristiana, sustrayéndose a su influjo y tutela, tanto en el

pensamiento como en la vida y sus comportamientos; luego, en la afirmación de la autonomía e independen-

cia de las realidades humanas y posteriormente también en lo tocante a Dios mismo, y, por último, en la ex-

clusión de la religión de todos los ámbitos de la vida humana y, por tanto, en la negación de Dios. 



La laicización o secularización es un fenómeno sumamente complejo
y de larga duración, por lo cual no es fácil delinear sus etapas y clarificar sus
procesos.28

El proceso de laicización, que cubre todos los campos y alcanza su vér-
tice en el Iluminismo del siglo XVIII y la Revolución Francesa, desemboca
en el siglo XIX en el inmanentismo absoluto, es decir, la negación de Dios
como Ser trascendente y de todo vínculo de la realidad humana con Dios y
la religión, que se convierte en “asunto privado”: el hombre ocupa el lugar
de Dios, llegando a ser el punto de referencia y la medida de toda realidad.29

Un país donde la laicización adquirió un carácter violentamente antirre-
ligioso y anticristiano fue Francia, que condujo a la “escuela laica” y a la “se-
paración de Iglesia y Estado”. Este proceso adoptó formas de irreligiosidad y
anticlericalismo en España entre 1868 y 1876 (y posteriormente, durante el pe-
ríodo 1931-39), en Portugal entre 1908 y 1917 y en varios Estados de Hispa-
noamérica, especialmente en Méjico durante la primera mitad del siglo XX.
También en Italia se produjo un proceso de profunda laicización, en la segun-
da mitad del siglo XIX, por obra de los gobiernos liberales, apoyados por la
masonería. En cambio, en Estados Unidos, la separación entre los Estados y
las diversas confesiones se inspiró desde sus comienzos en el principio de to-
lerancia y no adoptó formas de irreligiosidad y anticlericalismo.

Dejando a un lado, por razones de tiempo, otros acontecimientos, el
Concilio Vaticano II recalcó que la autonomía legítima de las realidades te-
rrenales “es acorde con la voluntad del Creador. Así, en virtud de la creación
misma, todas las cosas reciben de Dios su consistencia, verdad y bondad, sus
leyes propias y su orden. El hombre debe respetar todo aquello, reconocien-
do las exigencias metodológicas propias de cada ciencia o arte en particu-
lar.”30
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28 Se puede decir, en todo caso, que con el Humanismo y el Renacimiento se produjo una vigorosa laiciza-

ción de la cultura. Con Nicolás de Cusa (1401-1464), Copérnico (1473-1543) y, sobre todo, Galileo (1564-1642),

se afirma la autonomía de la ciencia, ya que para conocer el mundo físico, ordenado matemáticamente, bas-

ta recurrir a los principios de carácter intrínseco en la naturaleza. 
29 Como señala K. Marx, “el hombre es para el hombre el ser supremo”, tanto en calidad de ser individual co-

mo social, es decir, el hombre como Humanidad (Comte), como sociedad (Marx), como Estado (Hegel).
30 Concilio Vaticano II. Const. “Gaudium et spes” nº 36.



Con la afirmación de la autonomía del mundo y las realidades tempo-
rales, la fe cristiana afirma su “laicidad”, por lo cual rechaza todo integrismo
religioso. Las realidades mundanas mantienen siempre una relación con Dios
Creador y la ley moral, pero son realidades “laicas”, “profanas”, autónomas
en relación con la religión y la Iglesia. Así debe entenderse la “laicidad” en
el sentido cristiano, que ya Pío XII, en un discurso del 23 de marzo de 1958,
llamaba “la legítima y sana laicidad del Estado” y el Concilio Vaticano II ex-
presó en estas palabras:

“La Iglesia, que en razón de su función y competencia no se confun-
de en modo alguno con la comunidad política y no está ligada con sistema
político alguno, es a la vez señal y salvaguardia del carácter trascendente de
la persona humana. La comunidad política y la Iglesia son independientes y
autónomas entre sí dentro de su propio campo. Ambas están al servicio de la
vocación personal y social de las mismas personas humanas, aun cuando a
título diverso, y desplegarán ese servicio en beneficio de todos en forma tan-
to más eficaz cuanto mejor cultiven una sana colaboración mutua… Con to-
do, siempre tiene la Iglesia derecho a predicar la fe con verdadera libertad,
enseñar su doctrina social, ejercer su misión sin obstáculos y pronunciar su
juicio moral, también en lo relativo al orden político, cuando así lo requie-
ran los derechos fundamentales de la persona humana y la salvación de las
almas”.31

Esta es la concepción del “Estado laico” en el sentido cristiano, que
luego ampliaremos con el magisterio de Benedicto XVI. En cuanto al Es-
tado o poder político, éste es soberano e independiente de la autoridad
eclesiástica. En lo referido a su carácter institucional, es aconfesional y no
tiene competencia en el ámbito religioso y mucho menos una doctrina re-
ligiosa propia; pero le corresponde asegurar a todos los ciudadanos la li-
bertad religiosa, en el sentido que todo ciudadano debe gozar de libertad
para practicar –tanto individualmente como en comunidad o asociado con
otros– la religión que en conciencia estime verdadera. Sin embargo, como
veremos posteriormente, el carácter aconfesional no implica indiferentis-
mo ni separatismo religioso.
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En el contexto internacional, la laicidad como valor aparece incorpo-
rada implícita y estrechamente en la idea de la dignidad humana que refle-
ja el preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas: 

“Nosotros los pueblos de las Naciones Unidas, resueltos… a reafirmar
la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor
de la persona humana… a crear condiciones bajo las cuales puedan mante-
nerse la justicia… a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida
dentro de un concepto más amplio de libertad, y con tales finalidades, a
practicar la tolerancia y a convivir en paz como buenos vecinos… hemos de-
cidido aunar nuestros esfuerzos para realizar estos designios”.

Los Derechos y Libertades Fundamentales son normas imperativas, de
las llamadas normas de ius cogens, obligatorias para todos los Estados y
contra las que no cabe acuerdo en contrario. Frente a la generalidad de las
normas internacionales, que tienen una naturaleza meramente dispositiva de-
pendiendo su obligatoriedad de la voluntad del Estado de someterse a ellas,
las normas imperativas o de ius cogens, por el contrario, configuran los va-
lores básicos y constitucionales sobre los que se fundamenta la Comunidad
Internacional.

Íntimamente relacionado con el concepto de laicidad está el concepto
de aconfesionalidad, utilizado indistintamente por la doctrina. De hecho,
ciertos autores optan por uno u otro términos casi con exclusividad o inclu-
so utilizan otros términos diferentes como neutralidad o separación Estado-
confesiones religiosas.

Aconfesionalidad, como concepto, implica la prohibición constitucio-
nal de que ninguna confesión tenga carácter de “Iglesia de Estado”, en sen-
tido amplio. Es decir, que el Estado no tenga una religión oficial o no asu-
ma un credo como propio ni se someta, por tanto, a los dictados doctrina-
les de ese credo. No obstante, igualmente parece comportar una aceptación
positiva del derecho de libertad religiosa y de la presencia del hecho religio-
so en la sociedad, sin que ello suponga su integración en la estructura del
Estado.

El concepto de Estado aconfesional contempla de forma más positiva
la presencia del fenómeno religioso en la sociedad y sus interacciones en el
ámbito público, mientras que el concepto de Estado laico o, siendo más
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exactos, laicista, podría conllevar una cierta tendencia a ignorar hasta cierto
punto el fenómeno religioso y a evitar su presencia en el ámbito público, co-
mo veremos a continuación, aun siendo plenamente respetuoso con la liber-
tad religiosa.

En cualquier caso, lo esencial para que no resulte dañado este derecho
fundamental es que se dé una auténtica neutralidad del Estado respecto al
hecho religioso. Los poderes públicos han de constituirse en árbitros de los
derechos y deberes constitucionales. El Estado no puede favorecer unas
creencias religiosas en particular, pero tampoco la opción atea, agnóstica o
indiferente.32 Sin embargo, ello no tiene porqué impedir que el factor reli-
gioso pueda ser considerado un bien jurídico a proteger.33

Al margen ya de distinciones terminológicas, en el caso de España, la
laicidad o la no confesionalidad es el principio que define la posición del Es-
tado respecto al hecho religioso; por tanto, está directamente relacionado
con los principios de libertad e igualdad religiosas, puesto que también és-
tos nos ofrecen una definición del Estado y se determinan o matizan mutua-
mente. Por otra parte, la neutralidad no puede entenderse en el sentido de
que el Estado se declare indiferente o se desentienda ante el ejercicio de la
libertad religiosa. “A lo que conduce la neutralidad es a que el Estado actúe
en relación con las distintas religiones solamente en la medida de los efec-
tos sociales que éstas producen y especialmente en la medida en que tales
efectos puedan contrastar con valores que el ordenamiento considera nece-
sario.”34

En definitiva, la aconfesionalidad o la laicidad significan que el Esta-
do es incompetente para apreciar la verdad o la falsedad de las creencias
religiosas, tanto para distinguir entre ellas como para valorarlas frente a la
opción atea, agnóstica o indiferente. El Estado no es sujeto de fe, no es ti-
tular del derecho de libertad ideológica o religiosa, por lo que ha de abste-
nerse de hacer juicios de valor que no le son propios y de adoptar actitu-
des que signifiquen disputar un espacio dentro del ámbito ideológico o re-
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ligioso. Su función es únicamente proteger la libertad religiosa y el factor so-
cial religioso entendidos en sentido amplio, conforme a su valoración po-
sitiva como bien jurídico a proteger, salvando, asimismo, la igualdad en
materia religiosa.35

El Estado democrático no es neutral respecto de la libertad religiosa
misma, sino que, al igual que respecto de las demás libertades públicas, ha
de reconocerla y crear las condiciones para su efectivo y pleno ejercicio por
parte de todos los ciudadanos. Y justamente, en virtud de este respeto y
apuesta positiva por la libertad religiosa misma, ha de ser, en cambio, abso-
lutamente neutral respecto de todas las diversas particulares opciones que
ante lo religioso los ciudadanos adopten en uso de esa libertad.

El Tribunal Constitucional ha tenido la oportunidad de pronunciarse al
respecto y tradicionalmente ha calificado al Estado español como aconfesio-
nal o no confesional, evitando el término laicidad, seguramente para esca-
par de la posible carga negativa de este último término.36 En alguna ocasión,
la doctrina constitucional también ha hablado de neutralidad como sinóni-
mo de aconfesionalidad,37 y, en los últimos años, como novedad, ha utiliza-
do el término laicidad, aunque lo ha matizado siempre con el calificativo “po-
sitiva”.38

Ahora podemos decir qué es laicismo y de qué manera se diferencia de
la laicidad en el sentido explicado, advirtiendo, en todo caso, que a los par-
tidarios del laicismo no les agrada ser llamados “laicistas”, sino “laicos”, y pre-
fieren el término “laicidad” y no “laicismo”. Así, hablan de moral “laica”,
concepción “laica” de la vida, “laicidad” del Estado, “laicidad” de la escuela,
etc.39
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¿Qué es entonces el laicismo? En éste hay que distinguir los principios
ideológicos básicos y los ámbitos en los cuales se expresa preferentemente.
Los principios que constituyen la base ideológica son esencialmente tres:

1º/ Racionalismo absoluto. La única fuente y la única medida de la ver-
dad es la razón humana: “El laico es el hombre de la razón; el creyente es
el hombre de la fe” (N. Bobbio). Por consiguiente, el laicismo rechaza toda
revelación y, por tanto, toda verdad que pretenda basarse en una revelación
y desprender de la misma su validez. Específicamente, por cuanto surgió en
el interior del mundo cristiano, el laicismo rechaza la religión cristiana en
cuanto religión basada en una revelación divina y formulada en dogmas en
contradicción –según los laicistas– con la razón humana, a raíz de lo cual exi-
gen una adhesión de fe. 

2º/ Radical inmanentismo. Nada existe que trascienda al hombre, este
mundo y esta historia, tal como el hombre la ha plasmado en el curso de los
siglos, con sus realidades grandes y bellas y con sus monstruosidades. No exis-
te un Ser –como se quiera llamarlo: Dios, lo Absoluto– que haya creado al hom-
bre y el mundo y dirija la historia humana. No existe una ley moral cuyo fun-
damento y cuya obligatoriedad emanen de un Legislador Supremo. Esto no sig-
nifica que no existan leyes y valores morales que el hombre debe observar; pe-
ro estas leyes y valores humanos tienen su origen en el hombre. Sin embargo,
por cuanto el hombre es un ser histórico, que vive en el tiempo, las leyes y va-
lores humanos no son realidades absolutas, siempre válidas, sino que evolucio-
nan con el hombre, con la comprensión siempre nueva que él tiene de sí mis-
mo y el mundo. Existe, por tanto, una ética laica, racional y obligatoria; pero
es una ética puramente humana, expresión de la autonomía del hombre, siem-
pre expuesta a la duda; es una ética no religiosa y, por consiguiente, no basa-
da en normas absolutas, siendo el hombre su único juez y árbitro.

3º/ Libertad absoluta. El único límite consiste en no perjudicar la liber-
tad de los demás y, por lo tanto, no impedir que puedan gozar de la misma
libertad: el “laico” es libre de hacer todo cuanto no perjudique a los demás
ni les impida hacer lo que desean.

En resumen: bajo el perfil ideológico, el laicismo es, en general, ateo o
al menos agnóstico; profesa la autonomía absoluta del hombre y la sociedad
humana en relación con Dios, la fe y la moral cristianas. No es en sí mismo
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contrario a la religión, pero estima que es –y siempre debe seguir siendo– un
asunto privado, por lo cual no debe tener influencia alguna en la vida públi-
ca. Por consiguiente, rechaza vigorosamente toda “injerencia” de la Iglesia –y
por tanto, de la fe y la moral cristianas– en la vida del Estado, en la elabora-
ción de las leyes y en la Administración Pública. Los cristianos pueden eviden-
temente, participar, en calidad de ciudadanos, en la vida estatal, en la políti-
ca, etc., pero procediendo en su actividad pública etsi Deus non daretur, “co-
mo si Dios no existiera”, es decir, sin pretender hacer valer y prevalecer sus
principios religiosos y morales. Así, por ejemplo, en la elaboración de las le-
yes, los católicos “deberán prescindir rigurosamente de la fe y de Dios”.40 El
creyente participa con pleno derecho en el proceso democrático de la forma-
ción de la voluntad colectiva, pero no emplea argumentos que remitan a un
principio de autoridad exterior al proceso discursivo mismo (del tipo “así lo
quiere la Sagrada Escritura, así lo enseña el magisterio de la Iglesia”).41

En cuanto a los ámbitos en que el laicismo se expresa preferentemen-
te, éstos son:42 las relaciones entre el Estado y la Iglesia; la escuela; la elabo-
ración de las leyes; el integrismo y el fundamentalismo. El laicismo es con-
trario a toda forma de concordato o acuerdo entre el Estado y la Iglesia Ca-
tólica, ya que, según ellos, mediante los concordatos se concederían “privi-
legios” indebidos a la Iglesia Católica, considerada por los laicistas una sim-
ple asociación de ciudadanos a los cuales se aplican las normas que regu-
lan las instituciones de Derecho Privado. El laicismo, como hemos dicho, es
absolutamente contrario a todo tipo de “injerencias” de la Iglesia y de la je-
rarquía eclesiástica en los asuntos públicos, “injerencias” que van en detri-
mento de la autonomía y el pluralismo del Estado.

Así, para el laicismo, únicamente la escuela pública administrada por el
Estado, en cuanto “institución” estatal, debe ser mantenida con fondos pú-
blicos, por cuanto sólo ésta es pluralista y no pretende imponer valores uní-
vocos ni verdades reveladas, como las escuelas católicas, que son privadas,
deben seguir siéndolo y, por tanto, no deben ser financiadas por el Estado
ni indirectamente ni mucho menos directamente. 
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Los laicistas insisten en que no están contra la religión, siempre que és-
ta se mantenga recluida en el interno reducto de la conciencia y, en todo ca-
so, en el ámbito externo privado. Lo religioso –argumentan– no puede ocu-
par el espacio estatal. Y como el espacio estatal es el espacio público, la re-
ligión debe quedar fuera del espacio público.43

Para terminar esta reflexión sobre el “laicismo” destacar que no todos
los “laicismos” lo son del mismo modo. Existe un laicismo agresivo y viru-
lento, que emplea un lenguaje insolente, propio de un viejo anticlericalismo,
irrespetuoso, y un laicismo que rechaza toda forma de agresividad y está
abierto al diálogo con los católicos en asuntos especialmente delicados
(aborto, uniones de hecho, cuestiones genéticas, etc.). En todo caso, es ne-
cesario tener en cuenta que los tres principios básicos del laicismo anterior-
mente referidos están presentes en toda forma de laicismo, por lo cual el diá-
logo entre laicistas y cristianos es siempre problemático.

En conclusión, el laicismo puede ser entendido como una corriente
política de tendencia contraria al clericalismo y que a menudo derivó en un
ateísmo político o en persecucionismo religioso, casi como si se tratara de
una confesionalidad estatal de carácter ateo. A principios del siglo XX, la en-
tonces llamada laicidad, que hoy denominamos laicismo, era una ideología
de combate contra el poder intelectual y espiritual de la Iglesia y la trascen-
dencia social de ésta.44

El laicismo, con el transcurso de la historia, se modera obligatoriamen-
te al reconocerse la libertad religiosa como un derecho fundamental de la
persona. Ello conlleva que hoy el laicismo se entienda como un régimen de
separación de Iglesia y Estado, más o menos radical; pero en ningún caso
puede suponer un límite al libre ejercicio de los cultos o creencias religio-
sas, ni siquiera a la manifestación pública de la libertad religiosa, ni ampa-
rar el ataque o la intromisión del Estado respecto a las confesiones religio-
sas, y es la esfera que les es propia.45
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Laicidad o neutralidad en el ordenamiento jurídico español

Entre los diversos supuestos relacionados con la neutralidad del Esta-
do respecto del factor religioso destacan los dos que se examinan a conti-
nuación:46

1º/ Neutralidad de las instituciones públicas. El principio de laicidad
constituye una garantía de la igualdad jurídica debido a la prohibición de dis-
criminación por razones ideológicas o religiosas (art. 14 CE). En virtud de es-
te principio, y a los efectos de evitar la mencionada discriminación, las ins-
tituciones públicas deben ser neutrales.47 Esta neutralidad comporta en el
ámbito docente, entre otras consecuencias, que los profesores de los centros
de enseñanza públicos no puedan hacer ningún tipo de propaganda, ideo-
lógica o religiosa, en el ejercicio de su función docente.48

La neutralidad ideológica y religiosa de las instituciones públicas con-
lleva, asimismo, el deber de reserva de los funcionarios, el cual deriva direc-
tamente del principio de imparcialidad en el ejercicio de la función pública.49

En virtud del deber de reserva, el funcionario tiene la obligación de abste-
nerse de cualquier tipo de expresiones, manifestaciones o actos que puedan
perjudicar el servicio, menoscabar la autoridad jerárquica o dar la impresión
de que la Administración no respeta el principio de neutralidad.50

2º/ La presencia de símbolos religiosos en edificios públicos. La relación
entre la neutralidad del Estado en materia religiosa e ideológica y la presen-
cia de símbolos religiosos, tanto en edificios públicos como en la vestimenta
de las personas que en ellos desempeñan sus actividades, han dado lugar a
conflictos en distintos países de Europa (Alemania, Francia, Reino Unido, Ita-
lia, Suiza), que han sido resueltos con criterios no siempre uniformes. Este
mismo tipo de conflictos se ha planteado también en España y su solución,
tanto a nivel doctrinal como jurisprudencial, dista, asimismo, de ser unánime.
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Limitándonos aquí prácticamente sólo a mencionar el problema, cabe
decir que desde el punto de vista doctrinal se han mantenido básicamente
dos opiniones.

Así, para algunos autores, la presencia de símbolos religiosos, especial-
mente en los centros docentes públicos, implica la manifestación de adhe-
sión a una determinada religión, la cual es contraria a los principios de lai-
cidad y neutralidad escolares.51 La neutralidad implícita en el principio de lai-
cidad exige la retirada de estos símbolos de los centros públicos.

Frente a esta opinión, otro sector doctrinal considera que no todo sím-
bolo religioso es a priori contrario al principio de laicidad.52 En este punto
es preciso no olvidar la concurrencia en determinados símbolos, junto a su
significado religioso, de otros aspectos de tipo cultural o histórico que los po-
deres públicos deben valorar positivamente.53 De aquí la imposibilidad de
establecer reglas generales para resolver los posibles conflictos en esta ma-
teria y la necesidad de examinar las peculiaridades de cada caso concreto.
En este examen es necesario tener especialmente en cuenta si la presencia
del símbolo religioso supone la adhesión del Estado a una determinada re-
ligión54 y el hecho de que, en todo caso, la libertad religiosa debe condicio-
nar a la laicidad y no al contrario.

Aunque tanto la Administración Pública55 como los Tribunales de Jus-
ticia56 han tenido la oportunidad de pronunciarse sobre el particular, en
nuestra opinión, para solucionar este tipo de conflictos, es preciso partir de
la base de que la presencia de los símbolos religiosos en los centros públi-
cos no es contraria al principio de laicidad y, por ello, la Administración no
está obligada a proceder a su sistemática retirada.57
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Por otra parte –y en relación con el derecho de libertad religiosa de las
personas que trabajan en los edificios públicos en los cuales existen dichos
símbolos y especialmente con el de los alumnos de enseñanza pública–, se-
ría preciso acreditar su vulneración para proceder a la retirada de estos sím-
bolos en contra del deseo de los restantes trabajadores o usuarios. Concre-
tamente, dada la práctica imposibilidad de defender convincentemente que
la actividad desarrollada en estos edificios está condicionada por el particu-
lar símbolo religioso existente en ellos, sería necesario demostrar que su
presencia impide el ejercicio del derecho de libertad religiosa a los solicitan-
tes de la remoción. No siendo suficiente, a este respecto, la alegación de la
disconformidad, disgusto o incluso rechazo del símbolo en cuestión para es-
timar procedente la existencia de dicha imposibilidad.58

Por lo demás, y desde la perspectiva del respeto a la identidad cultu-
ral propia y a sus símbolos y representaciones, la retirada de crucifijos, por
ejemplo, constituye, además, de un atentado a las raíces culturales de la ci-
vilización que precisamente ha traído consigo la plenitud de los Derechos
Humanos. Intentar romper símbolos de valores mayoritarios que han permi-
tido un mundo mejor y más humano es, además de poco democrático, un
factor que desencadena inestabilidad y conflicto.

Laicidad o neutralidad y cooperación

Respecto de la relación existente entre el principio de laicidad y el de
cooperación, el cual está íntimamente vinculado con la neutralidad del Es-
tado y la igualdad en materia religiosa, se plantean dos cuestiones especial-
mente polémicas: la enseñanza de la religión en los centros docentes públi-
cos y la financiación estatal de las confesiones.

1º/ La enseñanza de la religión en los centros docentes públicos.59

La compatibilidad de la enseñanza de la religión en la escuela pública
con el principio de laicidad no es una cuestión doctrinalmente pacífica. Así,
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para algunos autores, el modelo de enseñanza confesional y no cultural de
la religión católica (y, en su caso, de otras confesiones religiosas) –junto al
hecho del nombramiento y remoción del profesorado de esta materia a ins-
tancia de la correspondiente autoridad eclesiástica60, así como su financia-
ción por el Estado– supone una confusión entre actividades religiosas y ser-
vicios públicos claramente contraria al principio de laicidad.61

Sin embargo, en contra de esta postura, en nuestra opinión y en la de
un amplio sector de la doctrina, se ha entendido que este tipo de enseñan-
za resulta plenamente compatible con la laicidad del Estado.62Entre otros ar-
gumentos a favor de esta postura, se ha alegado la libertad de enseñanza re-
ligiosa implícitamente contenida en el artículo 16 de la Constitución, la obli-
gación de los poderes públicos de remover los obstáculos que impidan o di-
ficulten a las personas el ejercicio de una libertad e igualdad reales y efecti-
vas, y el derecho reconocido a los padres en el artículo 27.3 de la Constitu-
ción.63

El Tribunal Constitucional ha confirmado esta última postura, manifes-
tando que la aconfesionalidad del Estado y la neutralidad de las institucio-
nes públicas “no impide la organización en los centros públicos de enseñan-
zas de seguimiento libre para hacer posible el derecho de los padres a ele-
gir para sus hijos la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus
propias convicciones, como establece el artículo 27.3 CE”.64

Por lo expuesto, la enseñanza confesional de la religión en los centros
públicos resulta acorde con el principio de laicidad porque no supone la ad-
hesión ni, por tanto, la identificación del Estado con los dogmas y la moral
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que integran el contenido de esta materia. Asimismo, este tipo de enseñan-
za no es contrario al derecho de libertad religiosa de los alumnos y de sus
padres debido a su carácter voluntario.

2º/ Financiación estatal de las confesiones religiosas.
Con relación a la financiación directa de las confesiones por el Estado

es preciso destacar dos novedades importantes.
La primera de ellas ha consistido en la supresión del complemento

presupuestario, que se venía añadiendo a la asignación tributaria, y en la ele-
vación a un 0,7 por ciento del porcentaje del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas destinado al sostenimiento de la Iglesia Católica.65 Este nue-
vo modelo de financiación directa se establece con carácter indefinido has-
ta que la Iglesia Católica logre su autofinanciación.66 La supresión del com-
plemento presupuestario supone el cumplimiento del Acuerdo sobre Asun-
tos Económicos, de 3 de enero de 1979.67

La segunda novedad ha sido la instauración, de una financiación direc-
ta similar a la de la Iglesia Católica, aunque con importantes diferencias,68 pa-
ra las confesiones no católicas con Acuerdo de cooperación con el Estado o
con declaración de “notorio arraigo”. Esta instauración, tiene por objeto la fi-
nanciación pública de “proyectos que contribuyan a una mejor integración
social y cultural de las minorías religiosas en España”.69
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parece más lógico entender que la autofinanciación mencionada en el Acuerdo sobre Asuntos Económicos

es la referente a las actividades exclusivamente propias y específicas de la Iglesia Católica en cuanto confe-

sión –el culto y el mantenimiento del clero– y no a las que exceden de éstas y son comunes a las realizadas

por otro tipo de entidades no religiosas, como pueden ser la enseñanza, la beneficencia, etc. (I. Martín De-

gano. Los sistemas de financiación de las confesiones religiosas en España. En: Revista Catalana de Dret Pu-

blic, 33, noviembre 2006.) 
68 La dotación no se recibe directamente del Estado, sino de la “Fundación Pluralismo y Convivencia”, enti-

dad pública aprobada por el Consejo de Ministros el 15 de diciembre de 2004.
69 Disposición adicional decimotercera de la Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del

Estado para el año 2005.



El fundamento constitucional de la financiación estatal de las confesio-
nes radica en la obligación de los poderes públicos de promover el derecho
fundamental de libertad religiosa señalada de modo genérico en el artículo
9.2 de la Constitución y especificada en el artículo 16.3 del mismo texto le-
gal. Partiendo de este presupuesto, la financiación directa no puede consi-
derarse contraria al principio de laicidad porque no comporta una valoración
del Estado de las doctrinas de la confesión financiada ni tampoco el mante-
nimiento del culto y sus ministros en cuanto tales. Simplemente, mediante
ella, se trata de llevar a cabo la promoción –sin que ello comporte ninguna
identificación entre actividades y fines religiosos y estatales– de unos grupos
sociales los cuales son titulares del derecho de libertad religiosa y cuyas ac-
tividades son necesarias para hacer factible el ejercicio de este derecho a las
personas pertenecientes a los mismos.70

En este punto conviene recordar que, con sus numerosas actividades
de caridad y atención a los más desfavorecidos, la Iglesia Católica ahorra im-
portantes cantidades de dinero al Estado, aunque no exista una cuantifica-
ción pormenorizada de su actuación a favor del bienestar de la sociedad.71

A título de ejemplo, la Iglesia Católica en España atendió en el año 2004 a
2.500.000 personas72, en sus 90 hospitales, 933 casas de ancianos, 284 cen-
tros para la tutela de la infancia o los 2.833 centros asistenciales de otros ti-
pos, sin hablar de los miles de voluntarios que, en organizaciones como
Manos Unidas o Cáritas73, prestan su ayuda desinteresada a los más necesi-
tados. 
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70 A. Seglers Gómez-Quintero. La laicidad y sus matices. Granada, 2005; M. Rodríguez Blanco. Las confesio-

nes religiosas en el marco del régimen jurídico del mecenazgo. Madrid, 2005.
71 Veamos el caso más claro: la educación. En el curso 2002/2003 había 1.741.797 alumnos escolarizados en

centros concertados, que pertenecen, en su mayoría, a instituciones de la Iglesia. Si una plaza en un centro

concertado le cuesta al Estado 1.840 euros, resulta que ahorra 1.677 euros respecto a lo que le cuesta una pla-

za en un colegio público: 3.517 euros. Si esta diferencia se multiplica por el total de estudiantes, sale una ci-

fra de ahorro de 3.200 millones de euros. Teniendo en cuenta que la cantidad que le entrega el Estado a la

Iglesia en un año es de 144 millones de euros, de los cuales, además, el complemento que pone el Estado es

sólo el 10%, ¿quién financia a quién? 
72 En esta cifra hay que incluir a más de 130.000 inmigrantes, 1.300 enfermos de sida, 11.400 drogodependien-

tes y 300.000 sin techo.
73 Por ejemplo, Cáritas ayudó a 6.000 desempleados con riesgo de exclusión social en el año 2005 e invirtió

cerca de 19 millones de euros en programas de atención, ayuda y formación para personas sin empleo.



La laicidad y su conexión con la libertad religiosa en la Constitución Espa-
ñola y en la doctrina constitucional

Ante todo hay que decir que en ninguna parte de nuestra Constitución
se encuentra el término laicidad ni se califica al Estado español con el adje-
tivo de Estado laico. La fórmula del artículo 16.3, de la que se suele deducir
la laicidad o la no confesionalidad del Estado no utiliza ese término y, por
tanto, el significado de esta fórmula habrá que deducirlo a través de una in-
terpretación que no sólo la considere aisladamente, sino teniendo en cuen-
ta todo el contexto de la Constitución. Según el art. 1.1 CE, “España se cons-
tituye en un Estado social y democrático de derecho que propugna como va-
lores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igual-
dad y el pluralismo político”. Esta es la fórmula clave para definir al Estado
español y en ella no hay una definición ni calificación del Estado desde el
punto de vista religioso.

La religión y las creencias religiosas son un fenómeno que atañe a las per-
sonas y a la sociedad, no un factor estatal. Del mismo modo, lo propio del Es-
tado es asegurar el bien común de la sociedad procurando establecer un or-
den social justo. Por tanto, será función suya asegurar y garantizar la libertad
religiosa de las personas y de los grupos sociales cualquiera que sean las op-
ciones que éstas, en el ejercicio de su libertad, hayan realizado. El Estado no
es propiamente sujeto de esa libertad y, por tanto, no puede hacer opciones
de este tipo, sino que su función consiste precisamente en asegurar que los
verdaderos sujetos de esa libertad puedan realmente ejercitarla.74

El principio de laicidad supone la proyección negativa del principio de
libertad religiosa. Estado laico es el que se autocomprende ante lo religioso
como sólo Estado al servicio de la persona y no como persona dotada de
conciencia y libertad que pudiera formular un acto de fe. Como consecuen-
cia de la libertad religiosa reconocida a ciudadanos y a grupos, el Estado no
se considera competente para enjuiciar la verdad religiosa y adoptar una pos-
tura fideísta o atea ante la religión.
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74 Sobre la consideración del factor religioso como factor social y sobre la incompetencia del Estado para ser

sujeto de las opciones religiosas, cfr. P. J. Viladrich. “Principios informadores del Derecho eclesiástico espa-

ñol”. En: Derecho Eclesiástico del Estado español. Madrid, 1996.



Por esto, el Estado laico tiene, en primer lugar, el sentido negativo de
no confesionalidad, que es ausencia de reconocimiento de una religión co-
mo oficial del Estado, y, por lo tanto, ausencia de inspiración de la actuación
del Estado en los principios de una determinada confesión. Y ello con base
en que ni se reconoce una religión como la única verdadera ni se reconoce
una religión por ser la mayoritaria en la sociedad. 

La Constitución española formula la siguiente declaración: ninguna
confesión tendrá carácter oficial, es decir, que ninguna confesión es la del
Estado español.

Como consecuencia del principio de laicidad respecto de la libertad re-
ligiosa, el Estado debe ser sólo Estado, ni más ni tampoco menos. Se excede-
ría si, bajo pretexto de regulación del factor religioso, adoptase una actitud
confesional, agnóstica o atea. Excluye, por descontado, una beligerancia o
una hostilidad antirreligiosa, porque rompería con ello con esa neutralidad
y no serviría el ejercicio de la libertad religiosa en todas sus dimensiones. Por
otro lado, supondría una dejación de funciones el que, con la excusa de la
laicidad, se refugiase en una falsa pasividad o indiferentismo respecto del fac-
tor religioso. En el Estado de libertad religiosa es a la persona a quien co-
rresponde decidir libremente en materia religiosa, mientras que el Estado es-
tá constitucionalmente obligado a garantizar la plena manifestación y reali-
zación de este factor social específico.

La laicidad del Estado español significa también una valoración positi-
va del factor religioso en el contexto general del bien común. 

La sociedad española de hoy es una sociedad plural, culturalmente
cristiana, pero profundamente secularizada. Desde un punto de vista socio-
lógico conviene recordar que un 79,3% de los ciudadanos españoles mayo-
res de 18 años se definen a sí mismos como católicos.75

Es evidente que esta autodefinición no implica, necesariamente, ni una
práctica religiosa ni una vida coherente con la fe católica que se afirma. Sin
embargo, este dato no debe hacernos infravalorar la potencia cultural, ética
y moral que expresa un porcentaje de esas características. En un ambiente
cultural como el actual, esa realidad social sólo puede entenderse como una
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75 Centro de Investigaciones Sociológicas, CIS, 2005-2006.



confirmación más de la presencia entre nosotros de un auténtico patrimonio
de civilización, herencia de nuestras raíces cristianas.76

La España de hoy, como hemos visto, está organizada jurídicamente co-
mo un Estado aconfesional. Por tanto, los poderes públicos tienen el deber
de respetar las creencias religiosas de los ciudadanos y cooperar con la Igle-
sia Católica y con las demás confesiones. 

La laicidad, en suma, actúa cuando el Estado reconoce la decisiva y pe-
culiar aportación social que supone el complejo de valores espirituales, éti-
cos y culturales que genera el factor religioso en orden al bien común de to-
da la sociedad. En este sentido, el Tribunal Constitucional77 afirma que “el
carácter aconfesional del Estado no implica que las creencias y sentimientos
religiosos de la sociedad no puedan ser objeto de protección”. El mismo art.
16.3 de la CE, que dice que ninguna confesión tendrá carácter estatal, afir-
ma también que “los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias reli-
giosas de la sociedad española”.78

Esa cooperación con las confesiones religiosas se hace compatible con
los principios de no confesionalidad, libertad e igualdad religiosas. En tal sen-
tido, el país de la Unión Europea al que más se asemeja España en tema de
posición constitucional de las confesiones religiosas es Alemania. Tiene en
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76 J. Fernández Díaz. Política y valores cristianos en la España de hoy. Una idea de España. Acto de apertura

del curso 2006/07. Universidad Católica San Antonio de Murcia, 14 noviembre 2006.
77 Auto de 21 de febrero de 1986.
78 En los últimos tiempos está emergiendo una poderosa corriente de opinión en la vida española que cues-

tiona el vigente sistema constitucional en materia religiosa y en particular el status de la Iglesia Católica en su

seno. Este replanteamiento de la solución constitucional, recogida en la Carta Magna de 1978, tiene una orien-

tación fundamental: dar un nuevo contenido y alcance, en nuestra opinión absolutamente impropio y erróneo,

al concepto de laicidad o aconfesionalidad del Estado, con un enfoque netamente separatista o separacionis-

ta, que se traduciría más en una confesionalidad de tipo laicista que en una verdadera neutralidad confesio-

nal. Esta orientación, que se está abriendo en estos momentos paso en España y en otros países europeos, se

aparta, en nuestra opinión, radicalmente del que podemos llamar modelo europeo de tratamiento político cons-

titucional del fenómeno religioso (podemos llamarlo así porque la gran mayoría de los Estados europeos, y en-

tre ellos España, lo han asumido en sus Constituciones, aunque no lo haya asumido Francia y algún otro). Es-

te modelo descansa sobre tres pilares fundamentales: primero, la libertad religiosa, cuyos titulares son tanto

los individuos como las comunidades y confesiones; segundo, la laicidad entendida como aconfesionalidad

del Estado y, tercero, el principio de colaboración con las confesiones de especial arraigo en esas sociedades.

Estos tres principios han de ser interpretados sistemáticamente y de modo armónico, porque forman parte de

un conjunto integrado. Por eso, el concepto de laicidad sólo puede ser interpretado correctamente en cone-

xión con los principios de libertad religiosa y de cooperación, y no independientemente.



común con este país y también con Italia el que no solamente existen acuer-
dos con la Iglesia Católica –los concordatos–, sino también con otras confe-
siones.

Sobre el principio de cooperación, a muchas personas, incluso a algu-
nos cristianos, les parece normal que las actividades religiosas de los ciuda-
danos no se puedan financiar con fondos públicos. Es cierto que las activi-
dades religiosas no son de todos, pero tampoco lo son el deporte, ni el tea-
tro, ni el cine, ni otras muchas cosas que se financian con dinero público sin
que nadie lo discuta. Volvemos a la misma cuestión de siempre: el Estado y
la autoridad política tienen que aceptar sinceramente que la fe religiosa es
un derecho de los ciudadanos, cuyo ejercicio cualifica la vida y las activida-
des de la persona, enriquece el patrimonio cultural de la sociedad y facilita
la convivencia justa y pacífica de los ciudadanos. O dicho de otra manera:
el ejercicio de la libertad religiosa de los creyentes forma parte del bien co-
mún que el Gobierno debe proteger y fomentar.

En los últimos meses no son infrecuentes intervenciones políticas y de
ciertos medios de comunicación social proponiendo que la religión quede
relegada al ámbito de la conciencia de cada uno y no tenga relevancia pú-
blica79. El argumento fundamental sobre el que se basa su propuesta es el
artículo 16 de la Constitución, ya mencionado.80

Cabe preguntarse qué dice realmente dicho precepto constitucional
y cuál es la interpretación que ha dado el Tribunal Constitucional. El
artículo 16 inscribe la libertad ideológica y religiosa entre los Derechos
Fundamentales que “vinculan a todos los poderes públicos”, que deberán
respetar su contenido esencial (art. 53); cualquier ciudadano podrá reca-
bar la tutela de estos derechos mediante recurso ante los Tribunales ordi-
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79 Recientemente se ha presentado la “Plataforma para una sociedad laica”. Esta plataforma la integran la Fe-

deración de Mujeres Progresistas, la Confederación de Asociaciones de Padres, Madres de Alumnos (CEAPA),

la Federación de Gays y Lesbianas, la Federación de Mujeres Separadas y Divorciadas, la Fundación Cives, el

Movimiento para la Paz, el Desarme y la Libertad, la Unión de Asociaciones Familiares, la Fundación Fernan-

do de los Ríos, el Sindicato de Trabajadores de la Enseñanza, las Federaciones de Enseñanza de CCOO y UGT

y algunas más.
80 En diciembre de 2006, el PSOE publicó un manifiesto en torno a la laicidad, conmemorativo del 28º ani-

versario de la Constitución Española. El texto contiene confusiones muy importantes y esconde una concep-

ción de la vida política injusta con la religión y excesivamente autoritaria. Desplaza el valor y el verdadero

sentido de la Constitución.



narios y ante el Tribunal Constitucional, mediante el recurso de amparo
(art. 53.2).81

De la lectura del texto no parece que se deduzca que la religión –la ca-
tólica o cualquier otra– haya de ser relegada a la conciencia de los ciudada-
nos sin ninguna relevancia pública. Lo que establece el texto es que el Esta-
do es aconfesional, no tiene una religión como propia. Reconoce lo que hay
en la sociedad y se propone mantener (mantendrá, dice imperativamente) re-
laciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.

Lo que la Constitución establece como aconfesional es el Estado, no
la sociedad. La Constitución reconoce lo que hay en ella y dice: “Los pode-
res públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad espa-
ñola” (art. 16.3). La sociedad española no es aconfesional. Es, según las úl-
timas encuestas (CIS) de febrero de 2005, católica en un 79,3%, aunque el
47,1% se declara no practicante. Entre los no católicos, el 11,7% es agnósti-
co, el 4,9% ateo y aproximadamente el 2% de una religión diferente a la ca-
tólica.82 El Estado, ante esto, no tiene más que respetar lo que existe en la
sociedad. Pero no sólo eso, también establecer relaciones de cooperación con
la Iglesia Católica y las demás confesiones. En el preámbulo de la Constitu-
ción se proclama la voluntad de la nación española de “proteger a todos los
españoles y pueblos de España en el ejercicio de los Derechos Humanos, sus
culturas y tradiciones, lenguas e instituciones”. Por último, en repetidas sen-
tencias del Tribunal Constitucional se considera que la libertad religiosa “fa-
culta a los ciudadanos para actuar con arreglo a sus propias convicciones y
mantenerlas frente a terceros”83. Este reconocimiento de un ámbito de liber-
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81 El artículo 16 de la Constitución Española dice literalmente: “1. Se garantiza la libertad ideológica, religio-

sa y de culto de los individuos y de las comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la ne-

cesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley. 2. Nadie podrá ser obligado a declarar

sobre su ideología, religión o creencia. 3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos ten-

drán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de

cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones”.
82 La Conferencia Episcopal Española estima que hay aproximadamente 34 millones de católicos en el país.

La Federación de Entidades Religiosas Evangélicas declara que hay aproximadamente 400.000 cristianos evan-

gélicos y protestantes (además de otros 800.000 protestantes extranjeros, en su mayoría europeos, que resi-

den en España al menos seis meses al año). El número de musulmanes se estima entre 500.000 y 1.000.000;

el de judíos entre 40.000 y 50.000. Hay aproximadamente 9.000 budistas practicantes.
83 STC 19/1985, FJ2; 120/1990, FJ 10 y 137/1990, FJ 8, entre otras muchas.



tad y de una esfera de agere licere lo es “con plena inmunidad de coacción
del Estado o de cualesquiera grupos sociales”.84

Que el Estado es aconfesional o laico quiere decir que no recomien-
da ni promueve ni asume como propia una determinada confesión y que los
servidores del Estado, los funcionarios y políticos no están obligados ni a se-
guir ni a no seguir una confesión religiosa y, en su consecuencia, no serán
discriminados por razón de su religión o creencias, ni a favor ni en contra
(art. 14 CE).

Por el contrario, un Estado laicista, como ya hemos expuesto, sí es be-
ligerante con la religión y promueve una ideología concreta que es esta: que
la religión no aparezca en la vida pública y, si pudiera, en la vida privada
de sus ciudadanos. No parece que esta sea la idea sobre el Estado y la reli-
gión que establece la Constitución. Una religión y particularmente la católi-
ca afecta a la integridad de la vida de sus seguidores: su vida privada y su
vida pública.85

Una interpretación laicista de la Constitución, es decir, querer encerrar
las convicciones religiosas en el ámbito de lo privado, negándoles cualquier
relevancia pública y, por lo tanto, beligerante con la religión, no es la que
sostiene la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, intérprete auténtico de
la Carta Magna. Afirma el Constitucional: “La dimensión externa de la liber-
tad religiosa se traduce, además, en la posibilidad de ejercicio, inmune a to-
da coacción de los poderes públicos, de aquellas actividades que constitu-
yen manifestaciones o expresiones del fenómeno religioso”,86 relativas, en-
tre otros particulares, a los actos de culto, enseñanza religiosa, reunión o ma-
nifestación públicas con fines religiosos y asociación para el desarrollo co-
munitario de este tipo de actividades. Por otro lado, “el derecho que asiste
al creyente de creer y conducirse personalmente conforme a sus conviccio-
nes no está sometido a más límites que los que le imponen el respeto a los
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84 STC 46/2001, FJ 4; 24/1982 y 166/1996, entre otras.
85 Cuando Cristo habla de “dad al César lo que es del César”, como citan retorciendo su sentido los partida-

rios del laicismo, olvidan completar la frase añadiendo: “ y dad a Dios lo que es de Dios”. Se refiere a que las

realidades humanas, políticas, sociales gozan de una relativa autonomía propia y de leyes propias. Y, entre

esas realidades políticas, el Estado goza de competencia propia para promulgar leyes y disposiciones. El cris-

tiano tiene que cumplir esas leyes, siempre que sean justas.
86 STC 46/2001.



derechos fundamentales ajenos y otros bienes jurídicos protegidos constitu-
cionalmente.”87

No hay más límites que esos para la libertad religiosa. Y no se entien-
de por qué, por tanto, ha de tener otros y ser relegada a la esfera privada de
las personas, sin ninguna relevancia pública, como se pretende por ciertos
sectores, sin ningún apoyo jurídico.

Los partidarios de una sociedad laica plantean su propuesta como neu-
tral, la que todo el mundo debe aceptar obligatoriamente como única solu-
ción posible para la convivencia, como si fuera una propuesta ideológica más
entre otras posibles. Sin embargo, la experiencia histórica demuestra que allí
donde se ha intentado organizar la sociedad al margen de lo religioso, se ha
desembocado en la opresión, la segregación y la injusticia.88

Laicidad y laicismo en el magisterio de Benedicto XVI

En los últimos meses, la palabra “laicidad” ha invadido los medios de
comunicación social con motivo de la visita de Benedicto XVI a los Estados
Unidos y, en particular, a su intervención en la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas y su viaje a Francia. Expresiones como “laicidad positiva”,
“sana laicidad”, “laicismo”, “Estado laico”, copan los titulares de la prensa. Es-
to es buena señal, porque revela una transformación de lo que históricamen-
te nace del conflicto y la hostilidad en algo ejemplificador de tolerancia y
neutralidad.

El Papa Benedicto XVI, en su contestación al discurso del presidente
francés Nicolás Sarkozy, que había manifestado que prescindir de las religio-
nes sería “una falta contra la cultura y la razón”, coincidía en la necesidad
de “un diálogo sereno y positivo” sobre la laicidad, para “la creación de un
consenso ético fundamental en la sociedad”.
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87 STC 141/2000, FJ 4. Esta única limitación, según el Tribunal Constitucional, resulta, además, de los tex-

tos correspondientes a tratados y acuerdos internacionales que, según lo dispuesto en el art. 10.2 CE, el Tri-

bunal debe considerar cuando se trata de precisar el sentido y alcance de los derechos fundamentales (cfr.

Art. 9.2 Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales,

de 4 de noviembre de 1950; art. 18.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 19 de di-

ciembre de 1966).
88 A. Ollero. Democracia y relativismo en una sociedad multicultural. Cristianos y democracia, pág. 50.



De esta forma, se observa que se está produciendo un cambio de rit-
mo en el concepto de laicidad, en el que la vieja visión del laicismo como
mecanismo de defensa frente a las religiones viene sustituido por una “lai-
cidad positiva”. El laicismo negativo, por el contrario, “quisiera volver a me-
ter a Jonás en el oscuro vientre de la ballena”, es decir, relegar los sentimien-
tos religiosos al plano privado, vetando su presencia en la plaza pública. Se
olvida así que la belleza de la laicidad es que garantiza un espacio de neu-
tralidad en el que germina el principio de libertad de conciencia y de liber-
tad religiosa. Si deja de ser neutral y trata de imponer una “filosofía” por un
camino legislativo, entonces ya no es lo que dice ser. El que el Santo Padre
alerte de las consecuencias no estrictamente positivas de un laicismo contra-
rio a esos principios es muestra de lealtad, no de intolerancia.89

Cuando la laicidad de los Estado es, como tiene que ser, expresión de
auténtica libertad favorece el diálogo y, por tanto, la cooperación transpa-
rente y regular entre la sociedad civil y la religiosa, al servicio del bien co-
mún.

El presidente Sarkozy, en el discurso pronunciado en Roma en diciem-
bre de 2007,90 había manifestado que: “El régimen francés de la laicidad es
hoy una garantía de libertad: libertad de creer o de no creer, libertad de
practicar una religión y libertad de cambiar, libertad de no ser herido en su
conciencia por prácticas ostensibles, libertad para los padres de dar a los hi-
jos una educación conforme a sus creencias, libertad de no ser discrimina-
dos por la Administración en función de su creencia. La laicidad se presen-
ta como una necesidad y una oportunidad…Una nación que ignora la he-
rencia ética, espiritual, religiosa de su historia comete un crimen contra su
cultura, contra el conjunto de su historia, de patrimonio, de arte y tradicio-
nes populares que impregnan tan profunda manera de vivir y pensar…Te-
nemos que asumir las raíces cristianas de Francia; es más, valorarlas, defen-
diendo la laicidad finalmente llegada a madurez. Hago un llamamiento a
una laicidad positiva, es decir, una laicidad que, velando por la libertad de
pensamiento, de creer o no creer, no considera las religiones como un peli-
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89 R. Navarro Valls. Zénit, 24 enero 2005.
90 Discurso pronunciado en San Juan de Letrán en su calidad de canónigo honorario.



gro, sino como una ventaja”. Y en sus palabras de bienvenida al Papa en Pa-
ris quiso resaltar que “es legítimo en democracia y respetuoso de la laicidad
el diálogo con las religiones. Estas últimas, y en particular la religión cristia-
na, con la cual compartimos una larga historia, son patrimonio vivo de refle-
xión y pensamiento no solamente sobre Dios, sino también sobre el hombre,
sobre la sociedad… Sería insensato privarnos de ese patrimonio; sería simple-
mente un atentado contra la cultura y contra el pensamiento. Por eso abogo
una vez más a favor de una laicidad positiva: una laicidad que federe y dia-
logue, y no una laicidad que excluya o denuncie… La laicidad positiva, la lai-
cidad abierta, es una invitación al diálogo, a la tolerancia y al respeto. 

En contestación al presidente de Francia, Benedicto XVI manifestó: “Me
parece evidente que la laicidad no está en contradicción con la fe. Diría in-
cluso que es fruto de la fe, pues la fe cristiana era, desde el inicio, una reli-
gión universal; por tanto, no se identificaba con un Estado y estaba presen-
te en todos los Estados”.91

“En torno a las relaciones entre campo político y campo religioso, Cris-
to ya ofreció el criterio para encontrar una justa solución a este problema al
responder a una pregunta que le hicieron afirmando: “Dad al César lo que
es del César y a Dios lo que es de Dios”. Se ha utilizado la expresión “laicidad
positiva” para designar esta comprensión más abierta. En este momento his-
tórico en el que las culturas se entrecruzan cada vez más entre ellas estoy pro-
fundamente convencido de que una nueva reflexión sobre el significado au-
téntico y sobre la importancia de la laicidad es cada vez más necesaria. En
efecto –afirma el Papa– es fundamental, por una parte, insistir en la distin-
ción entre el ámbito político y el religioso para tutelar tanto la libertad reli-
giosa de los ciudadanos como la responsabilidad del Estado hacia ellos y, por
otra parte, adquirir una más clara conciencia de las funciones insustituibles
de la religión para la formación de las conciencias y de la contribución que
puede aportar, junto a otras instancias, para la creación de un consenso éti-
co de fondo en la sociedad”.

Remarcando las ideas ya señaladas en otras intervenciones, Benedicto
XVI en el discurso en el Palacio del Quirinal al presidente de la República
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Italiana,92 insistió en que la Iglesia “se compromete a contribuir a la edifica-
ción de una sociedad basada en la verdad y la libertad, en el respeto a la vi-
da y a la dignidad humanas, en la justicia y en la solidaridad social. Por tan-
to, la Iglesia no se propone miras de poder, no pretende privilegios ni aspira
a ocupar posiciones de ventaja económica o social. Su único objetivo es ser-
vir al hombre, inspirándose, como norma suprema de conducta, en las pa-
labras y en el ejemplo de Jesucristo, que pasó haciendo el bien y curando a
todos.”93

Para llevar a cabo esta misión, afirma el Papa, “la Iglesia debe poder dis-
frutar, en todo lugar y momento, del derecho a la libertad religiosa, conside-
rado en toda su amplitud”. En otras palabras, la Iglesia espera le sea reco-
nocida la libertad de no traicionar la propia conciencia iluminada por el
Evangelio.

Conclusión

Con relación a los Derechos Fundamentales, progresivamente la digni-
dad humana se ha impuesto como valor universal. Es el alma de la Declara-
ción Universal de los Derechos Humanos, fruto de una convergencia excep-
cional entre la experiencia humana, las grandes tradiciones filosóficas y re-
ligiosas de la Humanidad y el trabajo propio y paulatino de la razón.

En el momento en que resurgen tantos fanatismos, en que el relativismo
seduce más y más, en que la posibilidad misma de conocer y transmitir cier-
ta parte de la verdad está cuestionada, en el momento en que los egoísmos
más herméticos amenazan las relaciones entre naciones y en el seno de cada
nación, esta opción integral por la dignidad humana y por sus fundamentos
racionales ha de ser considerada como el más precioso de los bienes.

En un tiempo de incertidumbre, dominio de lo mediático y baja inten-
sidad del pensamiento crítico, conviene subrayar la centralidad y radicalidad
de los Derechos Humanos y de la dignidad personal como valores que pre-
ceden al poder y al Estado. Como resultado, los Derechos Humanos no los
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crea el Estado ni los otorgan discrecionalmente los gobernantes: son dere-
chos y libertades innatos al hombre y, por tanto, no sólo deben ser respeta-
dos por el legislador y el gobierno, sino promovidos por los poderes públi-
cos y los privados. 

Son derechos que derivan de la dignidad del ser humano y fundamen-
tan la propia condición personal. Son, por ello, intocables, inviolables, indis-
ponibles por legisladores y gobiernos. Son valores que nadie puede ni de-
be manipular, que nadie puede ni debe violentar.

Cuando se contempla el panorama jurídico actual surge de inmediato
la impresión de que estamos asistiendo a una dura confrontación entre la cul-
tura jurídica en la que aún vivimos y otra que está a punto de desplazarla.94

Por eso mismo, hoy los juristas cultivamos los Derechos Humanos co-
mo el jardinero cuida sus flores. La idea de que podemos descubrir verda-
des morales objetivamente válidas, tal vez sea considerada “políticamente in-
correcta”, pero precisamente es esta idea la central de la exposición que se
acaba de hacer: no es aceptable el concepto “multiuso” de los Derechos
Humanos, en el que su valoración se transforma en un proceso político su-
jeto a continuo cambio.

Como afirmó Benedicto XVI en las Naciones Unidas, los Derechos Hu-
manos “están basados y plasmados en la naturaleza trascendente de la per-
sona que permite a hombres y mujeres recorrer su camino de fe y su bús-
queda de Dios en este mundo”. Naturalmente, en el elenco de Derechos Hu-
manos, el de libertad religiosa aparece radicado en “la primera de las liber-
tades”. Por eso mismo ha insistido el Papa en que “es inconcebible que los
creyentes tengan que suprimir una parte de sí mismos –su fe– para ser ciu-
dadanos activos. Nunca debería ser necesario renegar de Dios para poder go-
zar de los propios derechos”. Una clara advertencia para los regímenes o los
gobiernos que quisieran relegar a los cristianos o a los católicos a las cata-
cumbas sociales.

Cuando Juan Pablo II decía “las lágrimas de este siglo han preparado
el terreno para una primavera nueva del espíritu humano”, apunta a un op-
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timismo antropológico que pasa necesariamente por un nuevo milenio en el
que los Derechos Humanos acaben siendo los verdaderos protagonistas.

En este sentido, los Derechos Humanos deberían ser rescatados de las
presiones de las minorías y de las imposiciones de las mayorías políticas.

Por lo que se refiere a la laicidad y laicismo, como ya hemos visto con
anterioridad, la laicidad, nacida como indicación de la condición del simple
fiel cristiano, no perteneciente ni al clero ni al estado religioso, durante la
Edad Media revistió el significado de oposición entre los poderes civiles y la
jerarquía eclesiástica y en los tiempos modernos ha asumido el de exclusión
de la religión y de sus símbolos de la vida pública mediante su confinamien-
to al ámbito privado y a la conciencia individual. Así, ha sucedido que al tér-
mino “laicidad” se le ha atribuido una acepción ideológica opuesta a la que
tenía en su origen.

Como resumen de lo expuesto sobre laicidad y laicismo destacamos los
puntos esenciales del discurso de Benedicto XVI a los juristas católicos, el 9
de diciembre de 2006:

1º/ La laicidad se manifestaría en la total separación entre el Estado y
la Iglesia, no teniendo esta última título alguno para intervenir sobre temas
relativos a la vida y al comportamiento de los ciudadanos; la laicidad com-
portaría incluso la exclusión de los símbolos religiosos de los lugares públi-
cos destinados al desempeño de las funciones propias de la comunidad po-
lítica: oficinas, escuelas, tribunales, hospitales, cárceles, etc.

2º/ Basándose en estas múltiples maneras de concebir la laicidad, se ha-
bla hoy de pensamiento laico, de moral laica, de ciencia laica, de política lai-
ca. En la base de esta concepción hay una visión arreligiosa de la vida, del
pensamiento y de la moral, es decir, una visión en la que no hay lugar para
Dios, para un Misterio que trascienda la pura razón, para una ley moral de
valor absoluto, vigente en todo tiempo y en toda situación.

3º/ Según el Papa, todos los creyentes, y de modo especial los creyen-
tes en Cristo, tienen el deber de contribuir a elaborar un concepto de laici-
dad que, por una parte, reconozca a Dios y a su ley moral, a Cristo y a su Igle-
sia, el lugar que les corresponde en la vida humana, individual y social, y que,
por otra, afirme y respete “la legítima autonomía de las realidades terrenas”,
entendiendo con esta expresión –como afirma el Concilio Vaticano II– que
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“las cosas creadas y las sociedades mismas gozan de leyes y valores propios
que el hombre ha de descubrir, aplicar y ordenar paulatinamente”.95

4º/ Esta autonomía es una “exigencia legítima, que no sólo reclaman los
hombres de nuestro tiempo, sino que está también de acuerdo con la volun-
tad del Creador, pues, por la condición misma de la Creación, todas las co-
sas están dotadas de firmeza, verdad y bondad propias y de un orden y le-
yes propios, que el hombre debe respetar reconociendo los métodos propios
de cada ciencia o arte”.96

5º/ Por el contrario, si con la expresión “autonomía de las realidades
terrenas” se quisiera entender que “las cosas creadas no dependen de Dios
y que el hombre puede utilizarlas sin referirlas al Creador”, entonces la fal-
sedad de esta opinión sería evidente para quien cree en Dios y en su pre-
sencia trascendente en el mundo creado.

6º/ Esta afirmación conciliar constituye la base doctrinal de la “sana lai-
cidad”, la cual implica que las realidades terrenas ciertamente gozan de una
autonomía efectiva de la esfera eclesiástica, pero no del orden moral. Por tan-
to, a la Iglesia no compete indicar qué ordenamiento político y social se de-
be preferir, sino que es el pueblo quien debe decidir libremente los modos
mejores y más adecuados de organizar la vida política. Toda intervención di-
recta de la Iglesia en ese campo sería una injerencia indebida.

7º/ Por otra parte, la “sana laicidad” implica que el Estado no conside-
re la religión como un simple sentimiento individual, que se podría confinar
al ámbito privado. Al contrario, la religión, al estar organizada también en es-
tructuras visibles, como sucede con la Iglesia, se ha de reconocer como pre-
sencia comunitaria pública. Esto supone, además, que a cada confesión reli-
giosa97 se le garantice el libre ejercicio de las actividades de culto –espiritua-
les, culturales, educativas y caritativas– de la comunidad de los creyentes.

8º/ No es expresión de laicidad, sino su degeneración en laicismo, la
hostilidad contra cualquier forma de relevancia política y cultural de la reli-
gión; en particular, contra la presencia de todo símbolo religioso en las ins-
tituciones públicas.
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9º/ Tampoco es signo de sana laicidad negar a la comunidad cristiana,
y a quienes la representan legítimamente, el derecho de pronunciarse sobre
los problemas morales que hoy interpelan la conciencia de todos los seres
humanos, en particular de los legisladores y de los juristas. En efecto, no se
trata de injerencia indebida de la Iglesia en la actividad legislativa, propia y
exclusiva del Estado, sino de la afirmación y de la defensa de los grandes va-
lores que dan sentido a la vida de la persona y salvaguardan su dignidad. Es-
tos valores, antes de ser cristianos, son humanos. Por eso, ante ellos no pue-
de quedar indiferente y silenciosa la Iglesia, que tiene el deber de proclamar
con firmeza la verdad sobre el hombre y sobre su destino.

10º/ En definitiva, se trata de mostrar que sin Dios el hombre está per-
dido y que excluir la religión de la vida social, en particular la marginación
del cristianismo, socava las bases mismas de la convivencia humana, pues
antes de ser de orden social y político, estas bases son de orden moral.

13 noviembre 2008
Universidad Católica San Antonio. Murcia
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